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Diputada Provincia Santiago, PRM

Santo Domingo, D.N.

29 de julio del 2026

Señor:

Lie. Alfredo Pacheco Osaría

Presidente de la Cámara de Diputados

Su Despacho

Vía:

Licda. Francisca Ivonny Mota.
Secretaria General Legislativa.

Honorable señor presidente:

RESOLUCIÓN MEDIANTE LA CUAL SEPláceme saludarle, remitimos

SOLICITA AL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, LUIS ABINADER,
INSTRUIR AL MINISTERIO DE EDUCACIÓN Y, DE MANERA ESPECIAL, A

LA DIRECCIÓN DE INFRAESTRUCTURA ESCOLAR, LA HABILITACIÓN
DE DOS AULAS INCLUSIVAS POR CADA DISTRITO ESCOLAR DEL

TERRITORIO NACIONAL" A los fines de que sea reintroducido en la agenda de la

próxima sesión del pleno de la cámara de Diputados de la República Dominicana para

producir el trámite legislativo correspondiente.

Agradeciendo su atención a esta solicitud, se despide.

Cordialmente,
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Congreso Nacional, Centro de los Héroes, Santo Domingo, República Dominicana



Cámara de Diputados de la República Dominicana

RESOLUCIÓN MEDIANTE LA CUAL SE SOLICITA AL PRESIDENTE DE LA

REPÚBLICA, LUIS ABINADER, INSTRUIR AL MINISTERIO DE EDUCACIÓN Y,
DE MANERA ESPECIAL, A LA DIRECCIÓN DE INFRAESTRUCTURA ESCOLAR,
LA HABILITACIÓN DE DOS AULAS INCLUSIVAS POR CADA DISTRITO
ESCOLAR DEL TERRITORIO NACIONAL.

Considerando: Que la Constitución de la República, en su Artículo 7, establece que; “la
República Dominicana es un Estado Social y Democrático de Derecho, organizado en forma
de República unitaria, fundado en el respeto de la dignidad humana, los derechos

fundamentales, el trabajo, la soberanía popular y la separación e independencia de los poderes
públicos.

Considerando: Que la Constitución de la República, en su Artículo 8, establece que: ''Es

función esencial del Estado, la protección efectiva de los derechos de la persona, el respeto de
su dignidad y la obtención de los medios que le permitan perfeccionarse de forma igualitaria,
equitativa y progresiva, dentro de un marco de libertad individual y de justicia social,

compatibles con el orden público, el bienestar general y los derechos de todos y todas. ”

Considerando: Que la Constitución de la República, en su Artículo 39, establece el derecho a

la igualdad, señalando que: “el Estado promoverá, protegerá y asegurará el goce de todos los
derechos humanos y libertades fundamentales de las personas con discapacidad, en

condiciones de igualdad, así como el ejercicio pleno y autónomo de sus capacidades. El Estado
adoptará las medidas positivas necesarias para propiciar su integración familiar,

comunitaria, social, laboral, económica, cultural y política. ”

Considerando: Que la Constitución de la República Dominicana reconoce el derecho

fundamental a la educación y establece que esta debe ser accesible para todas las personas, sin

discriminación y en condiciones de igualdad.

Considerando: Que el Estado dominicano tiene la obligación de garantizar una educación

inclusiva y de calidad para los niños, niñas y adolescentes con discapacidad y necesidades
educativas especiales, promoviendo su participación plena y efectiva en el sistema educativo
nacional.

Considerando: Que la Ley Núm. 5-13 sobre Discapacidad en la República Dominicana
establece la obligación del Estado de promover la educación inclusiva y adoptar las medidas
necesarias para asegurar la participación plena y efectiva de las personas con discapacidad en
el sistema educativo.

Considerando; Que la Ordenanza Núm. 05-2024 sobre lincamientos de educación inclusiva

establece la necesidad de garantizar condiciones de accesibilidad, apoyos razonables y recursos



especializados para la atención educativa de estudiantes con discapacidad y necesidades
específicas de apoyo educativo.

Considerando: Que la ausencia de espacios especializados y accesibles en numerosos distritos
escolares limita el derecho de los estudiantes con discapacidad a recibir una educación
inclusiva, continua y de calidad, en igualdad de condiciones con los demás estudiantes.

Considerando: Que la habilitación de aulas inclusivas constituye una medida de cumplimiento
de las obligaciones establecidas en la Ley Núm. 5-13 sobre Discapacidad en la República
Dominicana, la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y la
normativa nacional sobre educación inclusiva.

Considerando: Que en numerosos distritos escolares del país existen limitaciones en cuanto a

espacios adecuados, recursos pedagógicos especializados y condiciones de accesibilidad para
atender de manera oportuna a estudiantes con discapacidad, trastornos del espectro autista,
dificultades del aprendizaje y otras condiciones que requieren apoyo educativo especializado.

Considerando: Que la habilitación de aulas inclusivas constituye una medida concreta para
fortalecer la educación especial y la inclusión educativa, permitiendo brindar apoyo

especializado, orientación a las familias y mejores oportunidades de aprendizaje a miles de
estudiantes dominicanos.

Considerando: Que la Constitución de la República Dominicana consagra en su artículo 58

los derechos fundamentales de las personas con discapacidad y el deber del Estado de promover
políticas públicas que garanticen su inclusión, bienestar, autonomía y participación plena en la
sociedad.

Considerando: Que la Ley núm. 5-13 establece el marco legal para la igualdad de derechos,
la equidad y la inclusión plena de las personas con discapacidad, así como la obligación del
Estado de garantizar servicios de salud y educación adecuados a sus necesidades.

Considerando: Que la Ley núm. 295-23 sobre Atención, Inclusión y Protección para las

Personas con Trastorno del Espectro Autista (TEA) establece la responsabilidad del Estado de
crear las condiciones necesarias para una educación integral y acompañamiento especializado.

Considerando: Que la Ley General de Educación No. 66-97 promueve la educación inclusiva

como un derecho fúndamental, y respalda la atención diferenciada a niños, niñas y adolescentes

con necesidades especiales.

Considerando: Que la Constitución de la República Dominicana, proclamada el 13 de junio

de 2015, establece las bases esenciales para la organización y funcionamiento de la
Administración Pública.

Considerando: Que la Administración Pública, según el artículo 138 de la Constitución

dominicana, está sujeta en su actuación a los principios de eficacia, jerarquía, objetividad y

coordinación, entre otros, siempre con pleno sometimiento al ordenamiento jurídico.

Considerando: Que la Ley núm. 247-12, Orgánica de la Administración Pública, dispone en
su artículo 12 que entre los principios fundamentales que rigen el funcionamiento de la
Administración Pública se encuentran los de unidad, coordinación, colaboración, eficacia y
eficiencia de la actividad administrativa.



Considerando: Que es el rol del diputado representar fielmente los intereses de la comunidad

dominicana que los eligió mediante el voto soberano.

Vista: La Constitución de la República Dominicana;

Vista: La Declaración Universal de los Derechos Humanos de la Organización de las Naciones
Unidas, del año 1948;

Vista: La Ley No. 01-12 sobre la Estrategia Nacional de Desarrollo 2020-2030;

Vista: El Decreto No. 134-14, del 15 de abril de 2014, que dicta el Reglamento de Aplicación

de la Ley Orgánica 1-12 que establece la Estrategia Nacional de Desarrollo de la República
Dominicana 2030.

Vista: La ley 42-01 General de Salud, del 8 de marzo de 2001;

Vista: La ley 66-97 General De Educación del 1997;

Vista: La ley 87-01 que crea el Sistema Dominicano de Seguridad Social;

Vista: La ley 123-15, de fecha 16 de julio de 2015. que crea el Servicio Nacional de Salud;

Vista: La Ley No. 498-06, del 19 de diciembre de 2006, de Planificación e Inversión Pública.

Visto: La Ley No 5-13 sobre Atención a Las Personas con Discapacidad.

Visto: La Ley 34-23 de Atención, Inclusión y Protección para las Personas con Trastornos del

Espectro Autista (TEA).

Visto: El Decreto No. 493-07, del 30 de agosto de 2007, que dicta el Reglamento de Aplicación
No. 1 para la Ley 498-06 de Planificación e Inversión Pública.

Vista: La Ley Orgánica No. 247-12, del 14 de agosto de 2012, de la Administración Pública.

Visto: El Decreto No. 252-15, del 7 de septiembre del 2015, que establece el Reglamento

General de la Administración Pública en aplicación de la Ley Orgánica de la Administración
Pública No. 247- 12.

Visto: El Reglamento de la Cámara de Diputados.

RESUELVE

PRIMERO: SOLICITAR al Presidente de la República, Luis Abinader, instruir al Ministro

de Educación y, de manera especial, a la Dirección de Infraestructura Escolar, la habilitación

de dos aulas inclusivas por cada distrito escolar del territorio nacional, debidamente equipadas

con recursos pedagógicos, tecnológicos y condiciones de accesibilidad universal, incluyendo

rampas, baños accesibles, señalización adecuada y mobiliario adaptado, conforme a las

disposiciones de la Ley Núm. 5-13 sobre Discapacidad en la República Dominicana y la
Ordenanza Núm. 05-2024 sobre lincamientos de educación inclusiva.



SEGUNDO: REQUERIR al Presidente de la República, Luis Abinader,instruir al Ministerio

de Educación y, de manera especial, a la Dirección de Infraestructura Escolar, para que dichas

aulas inclusivas cuenten con personal docente y de apoyo especializado, así como con salas

sensoriales, materiales didácticos adaptados, dispositivos tecnológicos de apoyo, recursos de

comunicación aumentativa y alternativa y demás herramientas necesarias para la atención

integral de estudiantes con discapacidad y necesidades educativas especiales.

TERCERO: EXHORTAR al Presidente de la República, Luis Abinader, a que instruya al

Ministerio de Educación y, de manera especial, a la Dirección de Infraestructura Escolar, la

elaboración e implementación de un plan nacional de adecuación y construcción de aulas
inclusivas, con metas anuales, mecanismos de supervisión y evaluación, y coordinación con el
Consejo Nacional de Discapacidad (CONADIS), las direcciones regionales y distritales de

educación y las organizaciones de personas con discapacidad, conforme a la Ley Núm. 5-13

sobre Discapacidad en la República Dominicana y la Ordenanza Núm. 05-2024 sobre

lineamientos de educación inclusiva.

CUARTO: REMITIR copia de la presente resolución a la Presidencia de la República, al
Ministerio de Educación, a la Dirección de Infraestructura Escolar, al Consejo Nacional de

Discapacidad (CONADIS) y a las direcciones regionales y distritales de educación para los
fines correspondientes. Santiago, destinado a brindar servicios especializados a personas con

trastornos del espectro autista y otras condiciones de discapacidad en toda la región norte del

país.

VDra. Mirna López

Proponente

Diputado Provincia Santiago


